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Casación infundada. Derecho a la prueba 
y rechazo a realización de pericia 
antropológica  

El rechazo del nuevo medio de prueba 
presentado por la defensa técnica 
(pericia antropológica) no significa en 
modo alguno que se haya vulnerado su 
derecho a la prueba; pues, si bien el 
recurrente ―en función de este derecho― 
tiene la posibilidad de postular los medios 
probatorios que justifiquen sus 
alegaciones, lo cierto es que ello no exige 
que el órgano jurisdiccional deba aceptar 
todas las pruebas presentadas, sino que 
estas deben cumplir con determinados 
parámetros (utilidad, pertinencia, 
conducencia y oportunidad), pudiendo 
ser válidamente rechazadas en atención 
a las facultades que le otorga la ley y a la 
motivación que brinde. 
Máxime si se tiene en cuenta que el valor 
probatorio de una pericia antropológica 
es ilustrativa mas no definitoria, pues la 
determinación de la existencia de la 
eximente de responsabilidad penal se 
complementa con las circunstancias 
concretas del caso. 

SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, catorce de julio de dos mil veintiséis  

VISTOS: en audiencia pública, 

el recurso de casación interpuesto por la defensa del encausado Tony 

Sánchez Ampuero1 contra la sentencia de vista2, del 30 de marzo de 

2022, emitida por la Primera Sala Penal de Apelaciones en Adición 

Liquidadora de la Corte Superior de Justicia de Ucayali, que (i) 

confirmó la sentencia de primera instancia3, del 12 de octubre de 2021, 

que lo condenó como autor (en concurso real) de los delitos contra la 

salud pública-tráfico ilícito de drogas en la modalidad de 

favorecimiento al consumo ilegal de drogas tóxicas mediante actos de 

tráfico en su forma agravada (artículo 296, primer párrafo, con la 

 

1 Foja 120.  
2 Foja 90.  
3 Foja 37. 
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agravante del artículo 297, primer párrafo, numeral 7, del Código 

Penal) y contra la seguridad pública en la modalidad de tenencia 

ilegal de armas de fuego y municiones (artículo 279-G, primer párrafo, 

del Código Penal), en agravio del Estado, y le impuso veintiún años de 

pena privativa de libertad, ciento ochenta días-multa, ocho años de 

inhabilitación, inhabilitación definitiva conforme al artículo 36 del 

Código Penal y el pago de S/3000 (tres mil soles) por concepto de 

reparación civil respecto al delito de tenencia ilegal de armas; y (ii) 

revocó el extremo del quantum indemnizatorio relacionado con el 

delito de tráfico ilícito de drogas, reformándolo a S/200 000 (doscientos 

mil soles); con todo lo demás que al respecto contiene.   

Intervino como ponente el señor juez supremo PEÑA FARFÁN.  

ATENDIENDO 

Primero. De la acusación fiscal y el control judicial  

1.1. El representante de la Primera Fiscalía Especializada en Delitos de 

Tráfico Ilícito de Drogas-Sede Pucallpa formuló requerimiento 

acusatorio4 contra Tony Sánchez Ampuero por la presunta 

comisión de los delitos contra la salud pública-tráfico ilícito de 

drogas en la modalidad de favorecimiento al consumo ilegal de 

drogas tóxicas mediante actos de tráfico en su forma agravada 

(artículo 296, primer párrafo, con la agravante del artículo 297, 

primer párrafo, numeral 7, del Código Penal) y contra la seguridad 

pública en la modalidad de tenencia ilegal de armas de fuego y 

municiones (artículo 279-G, primer párrafo, del Código Penal), en 

agravio del Estado5.  

 

4 Foja 1 del cuaderno de casación.  
5 Fojas 2 a 6 del cuaderno de casación.   
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1.2. Realizada la audiencia de control de acusación por el Juzgado 

de Investigación Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de 

Ucayali, el 28 de abril de 20216, se dictó auto de enjuiciamiento en 

los términos postulados y se admitieron los medios de prueba 

ofrecidos. Además, se ordenó remitir los autos al Juzgado Penal 

Colegiado para el juzgamiento respectivo7. 

Segundo. Itinerario del juicio oral en primera y segunda instancia 

2.1. Mediante sentencia de primera instancia, contenida en la 

Resolución n.° 68, del 12 de octubre de 2021, el Juzgado Penal 

Colegiado Permanente de la Corte Superior de Justicia de Ucayali 

condenó a Tony Sánchez Ampuero como autor (en concurso 

real) de los delitos contra la salud pública-tráfico ilícito de drogas 

en la modalidad de favorecimiento al consumo ilegal de drogas 

tóxicas mediante actos de tráfico en su forma agravada (artículo 

296, primer párrafo, con la agravante del artículo 297, primer 

párrafo, numeral 7, del Código Penal) y contra la seguridad 

pública en la modalidad de tenencia ilegal de armas de fuego y 

municiones (artículo 279-G, primer párrafo, del Código Penal), en 

agravio del Estado, y le impuso veintiún años de pena privativa de 

libertad, ciento ochenta días-multa, ocho años de inhabilitación, 

inhabilitación definitiva conforme al artículo 36 del Código Penal 

y, por concepto de reparación civil, el pago de la suma de 

S/350 000 (trescientos cincuenta mil soles) por el primer delito y de 

S/3000 (tres mil soles) por el segundo delito. 

 

6 Foja 25 del cuaderno de casación.  
7 Foja 36 del cuaderno de casación. 
8 Foja 37 del cuaderno de casación.  
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2.2. Una vez apelada la sentencia9, la Primera Sala de Apelaciones de 

la Corte Superior de Ucayali, mediante sentencia de vista, del 30 

de marzo de 202210, confirmó la sentencia en el extremo 

condenatorio con lo demás que contiene, revocando 

únicamente el extremo relacionado con el quantum 

indemnizatorio por el delito de tráfico ilícito de drogas, 

reformándolo a S/200 000 (doscientos mil soles).  

2.3. Emitida la sentencia de vista, la defensa técnica del sentenciado 

Tony Sánchez Ampuero interpuso recurso de casación11, el cual 

fue concedido mediante Resolución n.° 1512, del 19 de abril de 

2022, y se ordenó elevar los actuados a la Corte Suprema de 

Justicia de la República. 

Tercero. Trámite del recurso de casación 

3.1. Elevado el expediente a esta Sala Penal Suprema, se señaló 

fecha para la calificación del recurso de casación13. En ese 

sentido, mediante auto del 28 de febrero de 202514, se declaró 

bien concedido el recurso interpuesto por la defensa técnica de 

Tony Sánchez Ampuero. 

3.2. Instruidas las partes procesales sobre la admisión del recurso, 

conforme al cargo de entrega de cédula de notificación, se 

señaló como fecha para la audiencia de casación el 15 de junio 

de 202615. Instalada la audiencia, se desarrolló mediante el 

aplicativo Google Meet, con la presencia de las partes 

procesales. Una vez culminada, se produjo la deliberación de la 

 

9 Foja 77 del cuaderno de casación. 
10 Foja 90 del cuaderno de casación.      
11 Foja 120 del cuaderno de casación.      
12 Foja 137 del cuaderno de casación. 
13 Foja 170 del cuadernillo de casación.  
14 Foja 172 del cuadernillo de casación. 
15 Foja 179 del cuadernillo de casación. 
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causa en sesión secreta, en virtud de la cual, tras la votación 

respectiva, el estadio es el de expedir sentencia, cuya lectura en 

audiencia pública, a través del aplicativo tecnológico señalado, 

se efectuará con las partes que asistan, en concordancia con el 

artículo 431, numeral 4, del Código Procesal Penal (en adelante 

CPP). 

Cuarto. Motivos de la concesión del recurso de casación 

4.1. Por resolución del 28 de febrero de 202516, este Tribunal Supremo 

concedió el recurso de casación propuesto por Tony Sánchez 

Ampuero en razón de las causales previstas en los numerales 1 y 3 

del artículo 429 del CPP. Esto es, respecto a la “inobservancia de 

precepto constitucional (defensa procesal-derecho a la prueba 

pertinente) e infracción de precepto material”17.  

Quinto. Agravios del recurso de casación 

El encausado Tony Sánchez Ampuero solicitó que se declare fundado 

su recurso de casación a fin de que se case la sentencia de vista, se 

anule y se le absuelva de todos los cargos imputados. Para ello, alegó 

lo siguiente: 

5.1. Es analfabeto, comunero y nativo de la etnia asháninka, por lo 

que se encontraría sometido al tratamiento especial previsto en el 

artículo 149 de la Constitución. 

5.2. El Colegiado no sustentó los motivos por los cuales inaplicó el 

artículo 15 del Código Penal (error culturalmente condicionado), 

lo que debió ser analizado a fin de absolver al recurrente respecto 

al delito de tenencia ilegal de armas y municiones. Tanto más al 

haber reconocido ser el propietario de la escopeta (por herencia) 

 

16 Foja 172 del cuaderno de casación. 
17 Foja 173 del cuaderno de casación. 
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y tener en posesión un paquete de cartuchos, usados en su 

provisión de alimentos (caza), como es costumbre en su 

comunidad nativa. Por lo tanto, no generaría un riesgo típico ni 

perturbación social en sentido objetivo, pues era usado para la 

caza y el recabo de alimentos para su familia.  

5.3. Falta de responsabilidad penal en relación con la segunda arma 

imputada, ya que no fue encontrada en su poder o posesión, lo 

cual se le atribuyó por el simple hecho de vivir aislado. Además de 

no precisársele la modalidad específica que comprendería el 

delito de tenencia ilegal de armas.  

5.4. Los órganos jurisdiccionales rechazaron la realización de una 

prueba pericial antropológica por el hecho de no haber sido 

propuesta en etapa de investigación. Pese a ser una prueba 

relevante y que, de conformidad con los Acuerdos Plenarios n.º 1-

2009/CJ-116 y n.° 1-2015/CIJ-116, deviene en obligatoria e 

imprescindible su realización en todos los casos del artículo 15 del 

Código Penal. 

5.5. Por otro lado, en cuanto al delito de tráfico ilícito de drogas 

agravado, sostuvo que el Colegiado no realizó un análisis ni 

precisión sobre las pruebas que llevarían a concluir la existencia 

de responsabilidad penal, dado que los bienes decomisados 

fueron encontrados fuera del dominio (domicilio) del encausado, 

y se le imputó la pertenencia por el hecho de vivir cerca. 

CONSIDERANDO 

I. Del recurso de casación  

Primero. El recurso de casación deviene en un medio impugnatorio de 

carácter extraordinario, en razón de las causas susceptibles de hacerse 

valer a través de su interposición (previstas en el artículo 429 del CPP). 
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Por lo tanto, este mecanismo es limitado y no de plena jurisdicción, 

tendiente a un ajuste de la legalidad de las decisiones judiciales que se 

adoptan en segunda instancia.  

En ese orden de ideas, se configura como un remedio dirigido a que, 

en determinadas resoluciones, se revise la aplicación que se hubiera 

hecho sobre las leyes materiales y procesales. 

Segundo. Así, a través del artículo 427 del CPP, la norma prevé la 

posibilidad de formular recurso de casación frente a determinadas 

resoluciones en las que concurren infracciones normativas que afectan 

la decisión judicial. Entre estas causales de quebrantamiento 

efectuadas por el Tribunal Superior en la sentencia, se prevé la 

inobservancia de algunas de las garantías constitucionales de carácter 

procesal o material (artículo 429, numeral 1, del CPP) y la errónea 

interpretación de la ley penal (artículo 429, numeral 3, del CPP), en 

razón de haber otorgado consecuencias o efectos que no 

corresponden al precepto ni a su sentido recto.  

II. Sobre el error de comprensión culturalmente condicionado 

Tercero. La normativa penal exime de responsabilidad a aquel que por 

su cultura o sus costumbres comete un hecho punible sin poder 

comprender el carácter delictuoso de su acto; asimismo, atenúa la 

pena cuando por la misma razón la posibilidad de comprensión se 

encontrara disminuida. Por ello, el artículo 15 del Código Penal regula 

una causal de exculpación, plena o relativa, que opera en aquellos 

casos donde la realización de un hecho que la ley califica como delito 

le es imputada a quien por su cultura y sus valores originarios no puede 
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comprender tal condición antijurídica y, por ende, tampoco está en 

capacidad de determinar su conducta conforme a esta compresión18.   

III. En cuanto al derecho a la prueba  

Cuarto. El derecho a la prueba constituye un derecho básico de los 

justiciables de producir la prueba relacionada con los hechos que 

configuran su pretensión o defensa, por lo que apareja la posibilidad 

de postular, dentro de los límites y alcances que la Constitución y las 

leyes reconocen, los medios probatorios pertinentes para justificar los 

argumentos que el justiciable esgrime a su favor19. Este derecho es 

aplicado desde su postulación, admisión, actuación y posterior 

valoración, que será expresada en la sentencia a través de una 

debida motivación a fin de que el justiciable pueda comprobar si 

dicho mérito ha sido efectiva y adecuadamente realizado20. 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Primero. Es objeto de análisis el recurso de casación interpuesto por el 

encausado Tony Sánchez Ampuero, el cual fue declarado bien 

concedido por las causales previstas en los numerales 1 y 3 del artículo 

429 del CPP, ya que la Sala de Apelaciones habría emitido una 

sentencia de vista inobservando preceptos constitucionales (derecho 

a la prueba pertinente y del deber de motivación) e infringiendo la 

aplicación de un precepto material21. Por ello, corresponde determinar 

 

18 Casación n.° 337-2016/Cajamarca del 21 de junio 2017. 
19 Expediente n.° 4831-2005-HC/TC.  
20 Expediente n.° 6712-2005-HC/TC.  
21 “CUARTO. […] en el presente caso corresponde determinar la aplicación del 
artículo 15 del Código Penal y la exigencia, en su caso, de una pericia cultural, así 
como si tiene motivación suficiente el cargo de tenencia ilegal de armas de fuego 
en el marco del artículo 279-G del Código Penal. Por tanto, esta pretensión debe 
analizarse desde las causales de inobservancia de precepto constitucional 
(defensa procesal: derecho a la prueba pertinente) e infracción de precepto 
material”. 
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aspectos relevantes en torno al artículo 15 del Código Penal (error de 

comprensión culturalmente condicionado), la exigencia ―en el 

presente caso― de una pericia cultural y la existencia de una 

motivación insuficiente sobre los cargos atribuidos. 

Segundo. En ese orden de ideas, el recurrente cuestionó la 

inaplicación del artículo 15 del Código Penal (error de comprensión 

culturalmente condicionado) y el rechazo de la prueba que propuso 

(realización de una pericia antropológica) pese a ser de carácter 

obligatorio. Ello ―desde su perspectiva― era relevante, ya que 

reconoció ser el propietario de una escopeta y una caja de cartuchos 

hallados en la intervención policial de su vivienda, empleados por él en 

la caza y provisión de alimentos de su familia, como es costumbre en 

su comunidad nativa. De ahí que no generaba riesgo alguno ni 

perturbación social en sentido objetivo. 

Tercero. Ahora bien, es del caso precisar que el error de comprensión 

culturalmente condicionado opera solo en aquellos casos donde se le 

imputa a una persona un hecho que la ley califica como delito, pero 

que no está en la capacidad de comprender tal condición antijurídica 

y determinar su conducta debido a la compresión de su cultura y sus 

valores originarios. Para su aplicación en el presente caso, el 

encausado alegó la obligatoriedad e imprescindibilidad de realizar 

una pericia antropológica, pues así estaría establecido en el Acuerdo 

Plenario n.º 1-2009/CJ-11622. 

Cuarto. Sin embargo, debe tenerse presente que dicha pauta fue 

emitida en un contexto en el cual los órganos jurisdiccionales tenían 

una tendencia de emitir pronunciamientos validando la absolución o 

 

22 “La pericia antropológica es obligatoria e imprescindible, en todos los casos, para 
decidir la aplicación del artículo 15 del Código Penal”. 
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minimizando la aplicación de penas sin mediar una pericia 

antropológica, parcializando la información desde el contenido y las 

conclusiones de pericias que no tenían un estándar adecuado e 

idóneo a fin de constituirse realmente en un instrumento técnico de 

auxilio judicial. De ahí que el citado enunciado no alude a la 

concurrencia de la pericia antropológica como un requisito sin el cual 

no se podría emitir sentencia condenatoria, sino que hace referencia a 

la necesidad de dicha pericia como un elemento con el que debe 

contar el juez a fin de eximir o atenuar la responsabilidad penal por la 

concurrencia de un “error de comprensión culturalmente 

condicionado”.  

Esta conclusión se encuentra respaldada a través de lo previsto en el 

artículo 172, inciso 2, del CPP23 y lo desarrollado por este Supremo 

Tribunal en la Casación n.° 434-2021/Huancavelica24, los cuales 

establecen la posibilidad de ordenar una pericia cultural, mas no su 

obligación, toda vez que se encuentra sujeta a la discreción del 

órgano jurisdiccional cuando el caso lo amerite.  

Quinto. Así pues, se tiene que la postulación de esta pericia por parte 

de la defensa técnica tuvo como finalidad la absolución del 

recurrente en función de determinar si en su condición de nativo 

comprendía la ilicitud de los actos atribuidos por la comisión de los 
 

23 “Se podrá ordenar una pericia cuando corresponda aplicar el artículo 15 del 
Código Penal, ésta se pronunciará sobre las pautas culturales de referencia del 
imputado”. 
24 “TERCERO. Que, respecto de la denuncia de inaplicación del artículo 172, 
apartado 2, del CPP, se tiene lo siguiente: Primero, que este precepto dispone que: 
‘Se podrá ordenar una pericia cuando corresponda aplicar el artículo 15 del 
Código Penal. Ésta se pronunciará sobre las pautas culturales de referencia del 
imputado’. Segundo, que el apartado antes citado no impone, en todos los casos, 
realizar una pericia cultural, sino que la deja a la discreción del órgano 
jurisdiccional. Tercero, que se trata de una discrecionalidad jurídicamente 
vinculada, en tanto en cuanto por las circunstancias concretas de la causa resulta 
necesario acudir a expertos —en este caso, antropólogos— ‘[p]ara la explicación y 
mejor comprensión de algún hecho’ (ex artículo 172, apartado 1, del CPP)”. 
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delitos de tenencia ilegal de armas y tráfico ilícito de drogas, cuyo 

rechazo por las instancias ordinarias no significa en modo alguno que 

se haya vulnerado su derecho a la prueba; pues, si bien el recurrente 

―en función de este derecho― tiene la posibilidad de postular los 

medios probatorios que justifiquen sus alegaciones, lo cierto es que ello 

no exige que el órgano jurisdiccional deba aceptar todas las pruebas 

presentadas, sino que estas deben cumplir con determinados 

parámetros (utilidad, pertinencia, conducencia y oportunidad), 

pudiendo ser válidamente rechazadas en atención a las facultades 

que le otorga la ley y a la motivación que brinde.  

Máxime si se tiene en cuenta que el valor probatorio de una pericia 

antropológica es ilustrativo mas no definitorio, pues la determinación 

de la existencia de la eximente de responsabilidad penal se 

complementa con las circunstancias concretas del caso25. Tal como 

ocurrió en el presente asunto, para lo cual los órganos jurisdiccionales 

analizaron, tanto en primera como en segunda instancia, el acervo 

probatorio y el contexto que les permitía sostener la responsabilidad 

penal del encausado, tales como: 

- La intervención policial realizada por acciones de inteligencia 

debido al presunto acondicionando de cargamento de pasta 

básica de cocaína camuflada entre parcelas de plantaciones en 

horas de la madrugada.  

- La vivienda allanada de dos niveles de propiedad de Tony 

Sánchez Ampuero, quien autorizó el ingreso y registro del personal 

policial, identificándose como primer hallazgo una mochila de 

color rosado que contenía un táper de plástico transparente con 

alcaloide de cocaína en su interior. Por este motivo, se procedió a 

 

25 Recurso de Nulidad n.° 2183-2018/Cajamarca, del 19 de noviembre de 2019, 
emitido por la Sala Penal Permanente.  
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su detención y se continuó con el registro, del cual se obtuvo el 

siguiente resultado: 

a.   Hallazgos identificados en la vivienda del encausado: 

mochila de color azul con negro en cuyo interior se 

encontró un teléfono satelital, celular con fotos de su 

familia, once radios, binoculares, una escopeta de 

fabricación artesanal y veintinueve cartuchos en el 

primer piso y un arma de fuego dentro de una caja de 

cartón en el segundo piso. 

b.   Hallazgos identificados alrededor de la vivienda del 

encausado: (i) tres baldes de plástico ocultos con hojas 

secas y maleza que contenían cartuchos en gran 

cantidad, cacerinas, radiotransmisores, baterías de red 

transmisor, cargadores, teléfonos satelitales, cargadores 

de teléfonos, antenas de radio de comunicación portátil 

y, entre otras cosas, una libreta de apuntes con tapa roja 

de propiedad de Tony Sánchez Ampuero; (ii) tres sacos 

de polietileno enterrado tipo caleta que contenían pasta 

básica de cocaína; (iii) kerosene para avionetas; y (iv) 

una pista de aterrizaje.  

- Las declaraciones brindadas por el encausado desconociendo 

inicialmente la titularidad y procedencia de los hallazgos, para 

luego reconocer que (i) la escopeta y los cartuchos eran bienes 

de su propiedad y (ii) los demás objetos hallados le habían sido 

encargados por personas ajenas para guardarlos. Además de 

haber señalado ser analfabeto, para luego reconocer su firma y 

haber leído cada uno de los documentos policiales y fiscales.  
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Sexto. Todo lo anterior permite colegir que la conducta del recurrente 

no se encuentra dentro de los alcances del error de prohibición 

culturalmente condicionado, conforme lo prescribe el artículo 15 del 

Código Penal, cuyo accionar fue subsumido en los tipos penales 

atribuidos de tenencia ilegal de armas de fuego y municiones en la 

modalidad de “tener en poder” (artículo 279-G, primer párrafo, del 

Código Penal)26 y tráfico ilícito de drogas (artículo 296, primer párrafo, 

con la agravante del artículo 297, primer párrafo, numeral 7, del 

Código Penal)27. 

Séptimo. En consecuencia, la sentencia de vista se encuentra 

debidamente motivada, puesto que, a través de sus fundamentos, da 

cuenta del razonamiento desarrollado. Por lo tanto, corresponde 

declarar infundado el recurso de casación planteado por el recurrente 

 

26 Foja 71 del cuaderno de casación.  
“7.5. A mayor abundamiento, debemos indicar que el verbo rector en el delito de 
tenencia ilegal de armas de fuego requiere «... tener en poder... armas...», lo cual 
de un lado exige un dominio o posesión permanente de un arma y correlativo a ello 
el ánimo de usaría a sabiendas que se carece de la licencia: dominio y posesión 
que se ha corroborado en el presente caso”. 
27 Foja 67 del cuaderno de casación. 
“6.11. Respecto, al primer punto y a fin de no dejar incontestada tales 
aseveraciones debe señalarse que el favorecer al tráfico ilícito de drogas no sólo 
implica proporcionar una instalación para la elaboración de la misma, sino también 
se puede dar cuando se ejecuta actos directos que contribuyen a su producción, 
distribución o comercialización de la droga en el mercado ilegal: entonces, no 
debemos olvidar que la intervención al hoy acusado fue a razón de una 
información que en esa zona había una pista Aero clandestina, el cual conforme a 
las declaraciones de los efectivos policiales y de la propia versión del acusado sí 
existe, se encontró combustible de avión (turbo jet) a 76 metro de la vivienda del 
acusado, asimismo, se encontró cerca de 70 kilos de droga en costales listas para 
ser trasladadas, a ello se suma la balanza gramera encontrada en el primer piso de 
la casa del acusado así como un táper conteniendo droga allí mismo en su 
vivienda, es decir, el acusado ha cometido el delito imputado en la medida que ha 
facilitado las condiciones(el uso de caletas de droga para tener a buen recaudo el 
producto ilícito y el uso de los modernos equipos tecnológicos de comunicación 
para coordinaciones en torno al tráfico de droga) a fin de que desde dicho lugar se 
inicie o produzca el tráfico, esto es, transportándose o distribuyéndose la droga 
hacia mercados ilegales”. 
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y no casar la sentencia de vista. Los motivos comprendidos en los 

numerales 1 y 3 del artículo 429 del CPP no resultan amparables. 

Octavo. En cuanto a las costas, es de aplicación el artículo 497, 

numerales 1 al 3, del CPP, y deben ser abonadas por el recurrente. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la 

Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República: 

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por 

la defensa del encausado Tony Sánchez Ampuero28 contra la 

sentencia de vista29, del 30 de marzo de 2022, emitida por la 

Primera Sala Penal de Apelaciones en Adición Liquidadora de la 

Corte Superior de Justicia de Ucayali, que (i) confirmó la sentencia 

de primera instancia30, del 12 de octubre de 2021, que lo 

condenó como autor (en concurso real) de los delitos contra la 

salud pública-tráfico ilícito de drogas en la modalidad de 

favorecimiento al consumo ilegal de drogas tóxicas mediante 

actos de tráfico en su forma agravada (artículo 296, primer 

párrafo, con la agravante del artículo 297, primer párrafo, numeral 

7, del Código Penal) y contra la seguridad pública en la 

modalidad de tenencia ilegal de armas de fuego y municiones 

(artículo 279-G, primer párrafo, del Código Penal), en agravio del 

Estado, y le impuso veintiún años de pena privativa de libertad, 

ciento ochenta días-multa, ocho años de inhabilitación, 

inhabilitación definitiva conforme al artículo 36 del Código Penal y 

el pago de S/3000 (tres mil soles) por concepto de reparación civil 
 

28 Foja 120.  
29 Foja 90.  
30 Foja 37. 
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respecto al delito de tenencia ilegal de armas; y (ii) revocó el 

extremo del quantum indemnizatorio relacionado con el delito de 

tráfico ilícito de drogas, reformándolo a S/200 000 (doscientos mil 

soles); con todo lo demás que al respecto contiene. En 

consecuencia, NO CASARON la sentencia de vista recurrida. 

II. CONDENARON al recurrente al pago de las costas, las cuales 

serán liquidadas y ejecutadas por el juez de investigación 

preparatoria competente.  

III. DISPUSIERON que se lea esta sentencia en audiencia pública y, 

cumplido este trámite, se notifique inmediatamente y se publique 

en la página web del Poder Judicial, registrándose. HÁGASE saber 

a las partes procesales apersonadas en esta sede suprema. 

Intervino el señor juez supremo Campos Barranzuela por licencia del 

señor juez supremo Prado Saldarriaga; asimismo, la señora jueza 

suprema Báscones Gómez Velásquez por vacaciones del señor juez 

supremo Luján Túpez. 

SS. 

ALTABÁS KAJATT 

PEÑA FARFÁN 

CAMPOS BARRANZUELA 

BASCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ 

MAITA DORREGARAY  

SPF/mntt          
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